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TRIBUNAL DISTRITAL No. 2 DE LO CONTENCIOSO ADMINISTRATIVO CON SEDE EN
GUAYAQUIL

JimmyJalrala VaHazza y Abogado Mílton Carrera Taiano, en nuestras calidades de
Prefecto Provincial del Guayas, y Procurador Síndico Provincial, representantes
judiciales dei Gobierno Autónomo Descentralizado Provincia) del Guayas, de conformidad
con el Art. 50 literal a) del Código Orgánico de Organización Territorial, Autonomía y
Descentralización, ante ustedes muy respetuosamente comparecemos y proponemos la
« ^e"^ *"^^^0J^a^a?^_Bcotección, corresponde a la causa signada con el
No. O9801-^OTrjr^o05T7^r-íó7írormidad con lo dispuesto en el Art. 58 de la
Ley Orgánica de Garantías Jurisdiccionales y Control Constitucional, para lo cual
exponemos y solicitamos:

D«£™rr*?"lPE1, PIFN° PE lA CQR1T CONSTITUCIONAL PARA CONOCER .A
mHfflnB acción.-

Esta acción se presenta ante ustedes, señores Conjueces del Tribunal Distrital No. 2 de lo
Contencioso Administrativo con sede en Guayaquil, para ante la Corre Constitucional, de
conformidad con lo establecido en el Art. 62 de la Ley Orgánica de Garantías
Jurisdiccionales yControl Constitucional (en adelante LOGJCC), para que en el término
previsto (5 días) remitan el proceso a la Corte Constitucional cuya Sala de Admisión es la
Competente para admitir, inadmitir, o rechazar la presente demanda.

Dicho Pleno de la Corte Constitucional es competente para conocer la acción Extraordinaria
de Protección de conformidad con lo establecido en el art. 94 de la Constitución de la
República del Ecuador, publicada en el Registro Oficial No. 449 del 20 de Octubre de 2008.

rtTi^SSESS?ffi" DF ' °S DONANTES YDEMOSTRACIÓN DE LA CALIDAD EN

Nos llamamos como precedentemente lo tenemos indicado. Por disposición del Art. 50 literal
a) del Código Orgánico de Organización Territorial, Autonomía y Descentralización, nos
corresponde la representación Judicial del Gobierno Autónomo Descentralizado Provincial
del Guayas, como ente que pertenece al sector Público.

3.- ANTECEPENTFS.-

Esta acción tiene por objeto presentar o restablecer derechos reconocidos por la
Constitución, especialmente el debido proceso. Ese es el objetivo por el cual se Instaura este
mecanismo de Garantías de Derechos. El Art. 437 de la Constitución de la República, es
claro y, terminante al establecer los argumentos para la acdón extraordinaria: prescribe
que el supuesto de procedlbilldad es la existencia de una sentencia, un auto o una
resolución firmes o ejecutoriados (numeral 1) esto es, se trata de una acción subsidiaria,
pues previamente debe existir una decisión Judicial, sentencia, auto o resolución firme
Inimpugnable mediante recursos procesales comunes que produce en forma directa la
vulneración al derecho constitucional, que exige presentar o reparar a la Corte
Constitucional, por la vía de la Acción Constitucional Extraordinaria de Protección. Es
•evidente que está acción tiene por finalidad evitar o reparar las graves violaciones
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cometidas, contra derechos reconocidos por la Constitución y por los Órganos
Judiciales. Su subsidiaridad se deduce de su condición de acción procesal autónoma ya que
de no existir esta acción el derecho quedaría vulnerado en forma grave e Inevitable.

Sobre la Acción Extraordinaria de Protección el Dr. David Gordlllo Guzmán, manifiesta; "En
otras palabras, doctrinariamente ta regia general es que procede la acción extraordinaria de
protección1, cuando el enjuiciamiento ha concluido y se han agotado los recursos procesales
ordinarios y extraordinarios; pero la Constitución admite excepciones: por ejemplo, cuando
se dicta un auto que se torna firme, ejecutoriado y definitivo en sede judicial, aun cuando
no ponga fin al proceso (Art. 437, Núrr\. Io CRE), siempre que con éste se vulneren
derechos fundamentales de una persona en forma grave e Inevitable, sin que sea posible su
reparación en la futura sentencia. Es el caso, de los autos que ponen fin a un Incidente, o a
una petición autónoma dentro de un proceso principal, cuando además, no es legalmente
permitido un recurso oue pudiera preservar v restablecer, en la misma v(a judicial, el
derecho vulnerado. Contra estos actos judiciales procede la acción extraordinaria de
protección, sin lugar a duda alguna, pues la subsidiarledadha sido respetada y cumplida".

4.- IDENTIFICACIÓN DE LAS RESOLUCIONES JUDICIALES OBJETO DE
IMPUGNACIÓN DE LA PRESENTE ACCJÓN~

Por medio de la presente acción Extraordinaria de Protección, impugnamos las siguientes
decisiones Judiciales:

• La Sentencia dictada por el Tribunal Distrital No. 2 de lo Contencioso Administrativo
con sede en Guayaquil, de 17 de marzo de 2014. las 09h20, dentro del Juicio No.
09801-2010-0051, en la que declara con lugar la demanda deducida por
CRISTÓBAL ENRIQUE JARAMILLO YÁNEZ, y por ende, la nulidad de la Resolución No.
U4-JJV-GPG-10, emitida por el Sr. Jímmy Jalrala Vallazza, Prefecto Provincial del
Guayas.

• El Auto dictado el 25 de marzo de 2015, las 16h25, en el que niega el Recurso de
casación inierpuí sta sobre la sentencia emitida el 17 de ifgftze efe -'oi-i, las 09h20
dentro del Juicio No. 09801-2010-0051, dictado por el Tribunal Distrital No. 2 de lo
Contencioso Administrativo con sede en Guayaquil.

• El auto resolutorio dictado por el señor Conjuez de la Sala Contencioso
Administrativo, de la Corte Nacional de Justicia, de fecha martes 20 de julio de 2016,
las 12h21, por el cual se nieoa el Recurso de Hecho del proceso No.
1774120150493; y, en el Tribunal Distrital No. 2 de lo Contencioso Administrativo
con sede en Guayaquil, corresponde a la causa signada con el No. 09801-2010-
0051.

El Señor Coniuez de la Sala de lo Contencioso Administrativo de la Corte Nacional
de Justicia, de fecha 20 de julio del 2016..- las 12:31, dictó en auto la Inadmisión del
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RECURSO de HECHO, presentado por haberse negado el RECURSO DE CASACIÓN, Indicando
en su parte relevante lo siguiente: "[...] CUARTO: Elrecurso de hecho es un recurso vertical
de queja contra el tribunal que a criterio de los recurrentes denegó infundadamente el
recurso de casación, y que permite llegar con eí recurso de casación interpuesto a
conocimiento del Conjuez de Casación, no obstante que este último haya sido denegado por
el inferior; el recurso de hecho por su naturaleza y para lograr el fin que se propone, no es
calificado por el juez Inferior, sino por el Superior, en él hay una doble relación, pues el
superior primeramente declara la procedencia o improcedencia, y sólo en el supuesto de ser
admitido, entra a resolver sobre la admisibilidad o no del recurso de casación, en
cumplimiento a lo dispuesto en el inciso tercero del articulo 8 de la Ley de Casación.- Eí
Conjuez casacional realiza el análisis de los fundamentos que tuvo el juzgador de instancia
para objetar el recurso puntualizado en la motivación del auto de denegación.- A esta
Conjuez de Casación de conformidad con el inciso tercero del Art. 9 de la Ley de Casación,
le compete el revisar si el recurso Interpuesto cumple o no conlos requisitos establecidos en
la Ley de Casación. En este sentido, la doctrina establece: "El juzgador de instancia está en
el deber de examinar el recurso de casación y determinar si el mismo cumple con los cuatro
requisitos que son indispensables para si/ procedlbilidad a) que la providencia impugnada
sea de aquellas susceptibles del recurso, b) que la parte que ío interpone esté legitimada
activamente para ello, c) respecto del tiempo de su presentación quese lo haya interpuesto
en el término señalado por el artículo 5 de la Ley de la materia, y d) que el escrito de
fundamentación cumpla con tos requisitos de forma que imperativamente dispone los
observe el articulo 6 de la Ley de Casación...'. "...QUINTO: En el presente caso, realizado un
análisis de los postulados anteriormente descritos hay que mencionar que los recurrentes,
no cumplen con el postulado c) por cuanto, interpone su recurso de casación constante dé
fojas 110a 125. El 19 de mayo de 2014, fecha en la que ya había precluído suderecho para
interponerlo, toda vez que la sentencia fue dictada el 17 de marzo del 2014, a las 09h20,
cuya negativa de revocatoria fue dictada el 27 de marzo del 2014, a las 08h4í; discurriendo
el término hasta el 17 de abril del mismo año, es decir, los recurrentes interpusieron
extemporáneamente su recurso extraordinario de casación, contraviniendo lo expuesto en el
Art. 5 de la Ley de Casación, que dice: "TÉRMINOS PARA LA INTERPOSICIÓN.- El recurso
deberá interponerse dentro del término ríe cinco dias posteriores a la notificación del auto o
sentencia o del auto resolutivo que niegue o acepte su ampliación o aclaración. Los
organismos o entidades del sector público tendrán el término de quince días*.- En
consecuencia, esta Con/uez de casación concuerda con el criterio del Tribunal A quo, quien
mediante auto que consta foja 150 del proceso, de fecha 25 de marzo del 2015 a las 16h25,
negó la procedencia del recurso de casación deducido por los recurrentes; en este sentidoal
no haberse interpuesto el recurso de casación dentro del término contemplado en el articulo
5 de la Ley de Casación, término fatal establecido en la ley por lo que inadmito el recurso de
casación deducido y en consecuencia el recurso de hecho interpuestos por el señor Jimmy
Jatrala Vallazza y el ¿¡bogado Milton Carrera Taiano, en sus calidades de Prefecto y
Procurador Sindico delGobierno Autónomo Descentralizado Provincial delGuayas".

5.- LEGITIMIDAD DEL ACTO APMINISTRATTVO.-

FUNDAMENTO DE HECHO Y DE DERECHO SOBRE LA SENTENCIA DEL 17 DE MARZO
DB 2014, .LAS .09U2 J, DENTRO DFI JUICIO No. 09801-2010-0051, EN LA QUE

CLARA CON LUGAR LA DEMANDA.

Gobierno Provincial de) Guayas, solicitó el día lunes 19 de mayo de 2014, ante el Tribunal
istrital No. 2 Contencioso Administrativo de Guayaquil, la nulidad de sentencia emitida el

17 de marzo de 2014, dictada por el tribunal antes mencionado.

URADURlA
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Indicando en el mencionado escrito en su parte pertinente lo siguiente: "...En virtud que se
ha admitido a trámite la demanda de recusación, planteada por nuestro representado tal
como consta en autos de fecha 05 de noviembre del 2013 a las llhOO, se determina
fehacientemente que se encuentra Instaurado un juicio de Recusación, y que ha sido
admitido a trámite.

Los representantes legales del Gobierno Provincial del Guayas, compareamos ante ustedes
a fin de hacer conocer tal situación procesal mediante escrito presentado el 03 de diciembre
de 2013, advirtiéndoles quepor este motivo se abstenga de resolver el juicio principal, todo
esto acuerdo a lo establecido en el Código de Procedimiento Civil en :-.u Art. 864.

Es preciso manifestar que dicha solicitud realizada al Tribunal no ha sido considerada ni
proveída, ni antes ni después de haber emitido la -wla sentencia de fecha 17 de marzo del
2014, situación que además de lo manifestado y de lo que vamos alegar a continuación,
también la nulita como lo determinan los artículos 344, 345, 346 del Código de
Procedimiento Civil".

Cabe mencionar que el día lunes 04 de Junio tteLSOJJ
Guayas, formuló la demanda de recusación gg contra de
Contencioso AoVn/mPtraCrVo. acción oue fue c lificada v admitida a trámite dentro
del JukiP NO. 09801-2012-0496 del Triuun il Distrital No. 2 de Ip Contencioso
Administrativo de Guayaquil. V dispuso en providencia del 14 de marzo del 2013,
suscrita justamente por la jueza recusada Dra. Par.ncra Vlntimllla Navarrete, Presidenta del
Tribunal Distrital No. 2 de lo Contencioso Adminivrativo de Guayaquil mediante la cual se
señala en lo pertinente que: "Se designa Conjuez Ocasional Ab. Juan Gómez Franco para
este caso particular, en reemplazo del Dr. César Baquerizo Bustos, Conjuez Permanente,
quien se encuentra integrando la Sala de Jueces Titulares por cese de funciones del Dr. José
Pincay Romero, a quien se lo notificará con esta designación para que integre la Sala".

Sin embargo, en composición irregular, el Tribunal Distrital No. 2 de lo Contencioso
Administ.rgt'VP, conformado Por el DR, KELVIN PE TRONÍO SÁNCHEZ ROMERO, DR. JORGE
LUIS GUEVARA CARRILLO y DR. FABIÁN ROBERTO CUEVA MONTEROS, mediante decreto
del 17 de marzo de 201-1, dentro del Juicio No. 09801-2010-0051. Sentenció a favor
de fa accionante. Cl Señor CRISTÓBAL ENRIQUE JARAMIíLO YANEZ. violando
normas procesales expresas, lo cual cons! luye un error inexcusable, el que
cometieron los Jueces det Tribunal Distrital No. 2 de lo Contencioso Administrativo con sede
en Guayaquil, al emitir dentro del Juicio No. 09301-2010-0fl5j,f la sentencia del 17 DE
MARZO DE 2014, al encontrarse los jueces indicados RECUSADOS.

FUNDAMENTO DE HECHO Y DE DERECHO SOBRE LA PROVIDENCIA QUE NIEGA EL
RECURSODE CASACIÓN.

La descripción del acto u omisión violatorio det derecho que produjo el daño, corresponde a
la Sentencia al Juicio Contencioso Administrativo No. 09801-2010-0051 del Tribunal
Distrital No. 2t de lo Contencioso Administrativo; el actor, CRISTÓBAL ENRIQUE
JAF<AMILLO YÁNEZ y el accionado corresponde a] GOBIERNO PROVINCIAL DEL GUAYAS.
Además por conexidad con la causa principal se recurre en casación el Auto Resolutorio del
26 de Julio del 2016, dentro del mismo Juicio Contencioso Administrativo No. 09801-2010-
0051.

-Prefectura Provincial M
los Jueces del Tribunal
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C«»rlAn'̂ d° 6l £ f T™ dS 2015' laS 16h25' e" el °ue meca el Ror.,r<n h.Sm^m? «««* S°"re 'a sentenci'1 emitida el 17 de marzo de 2014 iJO9hZ0 dentroÜS 7°- 09801-2010-0051. dictado por el Tribunal Distrital No. tfetoCM.2
""» C°n- Sedf e" C"alaqUÍl e" SU Parte Ponente Indica: l SEGUNDO brZ-^L II ." 'T?1"*'0 ha **«"""* c°" >° dispuesto en el Art. 5de I™Ley ¿Casacon, por cuanto desde notificada la sentencia el 19 de marzo de 2014, sin que medísolitud procedente - ampliación oaclaración - hasta el 19 de mayo de 20 4ZnscuZ

,LTrS°fíerm'n° 'e9B' Para la <"*«**tf" *' «mío de casación, porI quiseneqala concesión de este recurso extraordinario*. 9

sf^^fn^rZlT fi eStt?a" ,nfnn9'das o>« solemnidades del procedimiento que
(Ser escupí^Z P2~ Z °& '!rt'CU'°S ?6 NUmeral 7" literal C> de ,a Constitución7«Sw A ZcrrZZT"to°portuno ye" 'S»"*"* conoVcíones.., 76 Numeral7 literal k) de la Const tucion (Juez competente), 76 Numeral 3., de la Constitución
ÍNullZTde onAram'te 53fr ? "£ P«****Í«. Más los SSS1S
p™c«o ™£ « °, wPet,C'°n "" Pa,rte; "el CÓdl9° de Redimiente Civil. 344
S*SÍ,« ?<í ° e" '^ del CÓd'90 de *ocadlm.ento Civil, 346KKSSÍS3C 'a'eS """""^ 3f°dOS ****** ««**N del Código de

STtÍÍ. ™fRf^dfK?Cn'-f,I!:la,al JUlC¡° ConCencioso Administrativo No. 09801-2010-0051llLnH ,,',tS¡' t 2 dC l0 Contencioso Administrativo, se desprende un cúmulo derelevancia constitucional que a continuación se procede a desglosar.

2£¡*?SS! £ 'a RTWCa e" "¡U Art- 22S Ser'ala: "El ,n«r*»«l servicio público, tfS v „„„?«£ "n?",'* Mrrera •**••»»»• se realizarán mediante concurso de
m»loores oúhnró; ".„ £SS nUe 'et.ermlne 'a l6y' C°n excepclón de ,as ^rvidoras yfn^L Públicos de elección popular o de Ubre nombramiento y remoción. Su
Inobservancia provocará la destitución de la autoridad nomlnadora" mOC'°n- SU

Que el accionante CRISTÓBAL ENRIQUE JARAMILLO YÁNEZ, formula la demanda
ÍT^L^T'T^J^^ f"" la ««tensión de que el Tribunal declare yodenela nulidad del acto administrativo cons- mte en la Resolución Nro. 0114 del 14 de enero Sei
SUS*? P°r i;üñ°r 'T? Ja""a Vallazza' Prefe«° p™v'nc,al del Guayas ya que
huhiPra SrS, ZrV^ ^ *' n°m!'ram'ent° <!« le fuera conferido ilegalmenté sin que„tlSl* deClarddo ganadora de un concurso público de merecimientos y oposición
conforme la Ley Orgánica de Servicio Civil y Carrera Administrativa y de Unificación y

MteL o , ^ ,í nombramle,lío legitimo para el cargo público revocado por esteGobierno Provincial drl Guayas. Obteniendo corno resultado que mediante sentencia en
SUS íStanC'a Se "rdene cl «'nteora a ="* funciones de CONSERJE INTERNO dIl
vter,?'^"1 °EL 5;UArAS; ,demás' del ™° de las ^emuneracLei adeudaday todos sus beneficios establecidos un la Ley, asi como sus respectivos intereses de
conformidad con el Art. 46 de la Ley O, uánlca de Servicio Civil yCarreraAdminSvI'
Üt^nSBSlaw que- el siL.yjemes jMJjE_JU¡mjffi_attl.eL Gobierno Provlnri.l ¡M

affmtilWSiS /"^"J0 !»*wd* t/c BMaaSa euaiiífideloTiSfssMe/ MMMj Cpnffi.aoseL^rfgmta-afivg, acción oue fue SjflaíS " admmtíVf

S"' Administrativo de fi„ yj^unT en procidencia del 14'de-marzoTele 2013
suscrita Justamente por la JueM recusada Dra. Patricia Vintlmllla Navarrete, Presidenta dei

P^CXpU^DURlA
,f^U Frefcctura ") \
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Tribunal Distrital No. 2 de lo Contencioso AdmlnMMtivO de Guayaquil mediante la cual se
señala en lo pertinente que: "Se designa Conjuez Ocasional Ab. Juan Gómez Franco para
este caso particular, en reemplazo del Dr César üaquerizo Bustos, Conjuez Permanente,
quien se encuentra integrando la Sala de Jueces Titulares por cese de funciones del Dr. José
Pincay Romero, a quien se lo notificará con esta designación para que integre la Sala".

Sfla embargo, en composición irregular, el Tribunal Distrital No. ^ de lo Contencioso
AdrnlnlStratWP. conformado, por los doctores KELVIN PETRONIO SÁNCHEZ ROMERO,
JORGE LUIS GUEVARA CARRILLO Y FABIÁN ROBERTO CUEVA MONTEROS, mediante
decreto del 17 de marzo de 2014, dentro del Juicio No. 098Q1-2Q1Q-Q0S1. Sentenció
a favor del accionante. CRISTÓBAL ENRIQUE JARAMXUO YANEZ. violando normas
procesales expresas, lo cual constituye un error inexcusable, el que cometieron los
Jueces del Tribunal Distrital No. 2 de lo Contencioso Administrativo con sede en Guayaquil,
al emitir dentro del Juicio No. 09801-2Q10-0051. la sentencia del 17 DE MARZO DE 2014, al
encontrarse pendiente un recurso de recusación.

El Art. 866 del CPC expresamente señala qUe: "El que debe reemplazar a las juezas o los
jueces contra quienes se siga la recusación, continuará sustanciando la causa; mas cuando
ésta llegue al estado de pronunciarse el respectivo fallo, se lo suspenderá hasta que termine
elJuicio de recusación...'.

Por lo expuesto en párrafos anteriores, lo fallado por el Dr. KELVIN PETRONIO SÁNCHEZ
ROMERO, el Dr. JORGE LUIS GUEVARA CARRILLO Y el Dr. FABIÁN ROBERTO CUEVA
MONTEROS, adolece nulidad por violar la garantía constitucional del debido proceso, a ser
juzgado por Juez competente. De modo que la especie de sentencia atenta contra la
garantía prescrita en el Art. 76 Numeral 7 literal fc) de la Constitución: "Ser juzgado por
una jueza o juez Independiente, impardal y competente". Por cuanto al atribuirse dicho
Tribunal la competencia para fallar el hecho controvertido, infringe los preceptos del Art.
346 N° 2 del Código de Procedimiento Civil. Pero finalmente se violenta la garantía de la
legalidad de las formas, previsto en el Art. 76 Numeral 3 de la Constitución (observancia
del trámite propio de cada procedimiento) a) no respetarse el trámite previsto en
el Art. 864 del CPC en caso de recusación de losjueces. Debí? considerarse que El Principio
de Legalidad de las Formas, Especificidad, Formalidad o Taxatividad de los
procesos está plenamente reconocido en el Art. 76 N° 3 de la Constitución de la República,
de cuya esencia se dice: "los derechos procesales básicos han dejado de ser meras
proclamaciones retóricas o simples principios programáticos, para convertirse en
derechos exlgibles como garantías fundamentales, como consecuencia de su
judicialización constitucional e internacional'-. "Un proceso privado de formas y
abandonado a los criterios del juzgador comporta graves peligros en orden a conseguir el
respeto escrupuloso de la Igualdad de Jas partes un el proceso (..) La forma bien entendida
no es más que un requisito necesario tanto para la función jurisdiccional como para la
seguridad y la garantía de los derechos de los litigantes (..) Como bien ha señalado
Calamandrei, en el proceso debe existir una clara subordinación de los caracteres formales a
las necesidades funcionales del procedimiento. í.-j relación entre eí proceso y la forma es
una relación de instrumentahdad doble y de segundo grado. Se habla de ínstrumentahdad
doble en función de la operatividad instrumental que los requisitos formales suministran:
subordinación de las formas a los fines del proceso y valoración de las formas como
medidas orientadas a proteger el respeto de las garantías de las partes. Hablar de
instrumentalidad de segundo grado supone reconocer la distinción existente entre la doble
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[^fmSSSSÍ de l05 rJquisít0S formales y &*>rácter instrumental propto del procesoC.) El legislador procede, en muchas ocasiones, a rodear una institución de un
amplio numero de requisitos formales con la simple intención de salvaguardarla
por su parte, los abogados al defender los intereses de sus Chentes, con frecuencia tan solo
se preocupan de analizar la dicción literal de la ley, sin conocer los intereses ocultos del
nn«TLen SUf^fc/on' ° ,0 ?ue es toda™ ™s preocúpente, desconocen la finalidad
que se ha querido alcanzar con la previsión de los requisitos formales. Por último el juez
Incurre en cierto formalismo cuando procede a realizar la función jurisdiccional. Como
consecuencia del nexo funcional existente entre el Derecho Material y el Derecho
Procesales posible concluir que elproceso debe someterse a cierto rigor formal, la
independencia dei modo en que se haya procedido al reparto de lospoderes entre
el juez y las partes, pues no hay margen de posibilidad para la articulación de un
procedimiento totalmente informar1. Los requisitos formales no son valores
autónomos que tengan sustantividad propia, sino que tan solo sirven en cuanto
que son instrumentos dirigidos a lograr la finalidad legítima de establecer las
garantías necesanas para los litigantes"', -para todas las constituciones el respeto al
2^*5 m preeust*b'edd° en la ley es una garantía constitucional del proceso, al punto
de establecer muchas de ellas, un mecanismo de control especifico en ios casos en los que
los jueces se desviasen de eso procedimiento (..) lo que en realidad resultaba tras estos
textos constitucionales era la garantía conforme a la cual el procedimiento legalmente
/¿ThZh° ^ ob'*?orio° 'La obligatoriedad del procedimiento legalmente
establecido y su establecimiento como garantía, partían de una sola duda; el solo
hecho que la ley sea la que estableciera el procedimiento era en sí misma una
garantía, por lo que el respeto a esc procedimiento no era más que el respeto a la
garantía. La legalidad so convertía entonces en la gran garantía y, por ende,
inspiradora de la actuación de los sujetos procesales. Al juez, le correspondía
vigiar cuidadosamente el respeto del procedimiento establecido en la ley Esta
visión no tardo mucho en generar que la garantía del procedimiento legalmente establecido
se termine conviniendo en la aarantia que subsumia todas las demás garantías procesales
hasta el punto, dinamos ahora, de ser Inevitable unidad de medida. £1 culto ál
procedimiento preestablecido en la ley era entonces, el culto a la legalidad"6. "De este modo
bastara que la ley establezca un procedimiento en el que la defensa o cualquier otra
garantía sea restringida sustanctatmente, para que ese procedimiento lega/mente sea
inconstitucional . El principio de legalidad de formas denominado también principio
de especificidad o formalidad establece las disposiciones para el desarrollo de
las actuaciones procesales (lugar, tiempo yforma) que obliga a individualizar las
actuaciones precisando sus reglas, y otro se vincula con el modo de formalizar el
procedimiento, es decir, acordad una fisonomía que se relaciona con otras reglas o
principios, como la oralidad, la escritura, el reconocimiento amplio y restringido
del juez yel aporta de los hechos a la causa, la producción probatoria, su carga y
valoración, el alcance de la cosa juzgada, la limitación de los recursos, etc. (..}

Sejvntiende actualmente que el principio de legalidad de fas formas no solo protege a los
ad^bs procesales establecidos en el código procesal penal, sino que extiende su ámbito a
brecho de naturaleza procesal preceptuarías, originadas o derivadas de la constitución ( )

¡i, el pnncipio de legalidad de las formas propugna que las normas procesales constituyan
Oti.ClLl'¿(. 1Ü3
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un valor instrumental al servido de las garantías de las partes para esclarecer los hechos
del caso y atender a la verdad jurídica objetiva*, "el limite para postular nulidades
Implícitas son que las afectaciones a ios derechas fundamentales tengan incidencia procesal,
como son los casos de inobservancia de las garantías de la tutela procesal efectiva, el
debido proceso, el derecho a la defensa, el derecho fundamental a la presunción de
Inocencia o el principio de congruencia de las resoluciones judiciales, todas ellas
enmarcadas en lo que se denomina el contenido esendal de ios derechos y garantías
previstos por la constitución^. "El órgano jurisdiccional puede admitir la nulidad si se
vulnera un derecho fundamental, pues este al ser una exigencia constitucional
debe ser respetado. Su carácter de norma básica material hace que toda interpretación
que transgrede su significado sea nula; de esta forma los poderes públicos y los
particulares, tienen el deber de incluir el contenido esencial de osos derechos en sus
decisiones, toda vez que los derechos fundamentales en particular operan como criterios
metodológicos y axiológicos, por ello se dice que toda interpretación jurídica debe comenzar
con el examen de la interpretación de los derechos fundamentales en conflicto. En tal
sentido, corresponde al órgano jurisdiccional ante vados de ley, concretar el sentido de las
normas procesales, partiendo de la Carta Magna, asi el contenido de sus actuadones no
puede desatender las preferendas constitucionales mínimas con relación al Juego de
principios que afectan los derechos fundamentales, las cuales están plasmadas en el
contenido esendal de los derechos y en el umbral de satisfacción de los principios
constitucionales"10.

Ademas de la violación constitucional antes mencionada, también se violenta la garantía
constitucional del juez competente. Se encontraba suspendida LA COMPETENCIA tal como
se prescribe el Art. 866 del Código de Procedimiento Civil.

Como se sabe el contenido esencial del derecho al juez natural, implica que: "Juez natural
es el tribunal impuesto por la Constitución para que intervenga en un proceso dado. Tanto
juez como comisiones expresan el órgano jurisdiccional que se manifiesta en el tribunal'1'.
"La predeterminación por ley del juez significa la preexistencia de unos criterios, con
carácter de generalidad, de atribudón competencial cuya aplicación a cada supuesto
liUgioso permita determinar cuál es ei juzgador llamadora conocer el caso"'*, "no cualquier
tribunal judidal dará satisfacción al principio del juez natural. Para lograrlo deberá haber
sido creado por una ley, dictada antes del hedw de la causa, de modo que su capacidad
para entender en ese caso, derive de que (ese caso) dispone que deba serjuzgado por ese
tribunal. Es la noción de competenda del juez natural a la que se refieren los pactos
Internacionales (art. 8.1 CADH) y que según lo establece el actual sistema constitucional
será irretroactiva* \ "la existenda de un juez natural es una garantía fundante de que el
juzgamiento y el debate se realizará respetando las normas fundamentales materiales y
formales de la organización y el debido procedimiento, a efecto de asegurar la tutela
efectiva de los derechos fundamenta/es de tos sujetos proces<}¡es'',4. "El juez natural
deriva su ex/stenda y competencia de la ley, la cual ha sido definida por la Corte como la
norma jurídica de carácter general, ceñida al bien común, emanada de los órganos
legislativos constitucionalmente previstos y democráticamente elegidos, y elaborada
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•0b.Cll.Pag.7S
'"ObCII.Pils.77
11 CA^FHftS JUWA Hoheriti Ul puiiriadrcrn el Proceso Porral,'Anftthla Doctrinal ylurttUruilviurlJl. I»1 Ütt Bdilurna. H& 108
i< CAOCRHS IÜLCA. Kolicrtu. Uw hulufaituc*n tíPreciotonal. Antiñii DiKTrth.ily !«rt»nr»r!onna1. lunma RillloriiB. Pía IÜB
1' CA.CKHHS |ULiA Hiilimrn. l-i» NutkhidM en .•) Procedo Pemil. AnillliU Doctrinal yJnrl-inriiüVuriaL juibia Rilltorwt Páa 111
MCACKKES JtlUA Holwni» Un Nulidadesen el ProCMO Ponal Aníllili Diinriiiul y|iir»pnulunrtal |ui |sia lülliorni. Püg, 111

lUAYAS^! : i I .



'•••BllíHNo AUTÓNOMO DIÍSCKNTHAl.iZADO
l'HOVINCIAI. DEL OUAYAS

ll^la'foZZlí.TZ^ esltablecido P°r *»« constituciones de ,os Estados Partes
£?£ 7. for"lac,on de las l°yes- Consecuentemente, en un Estado de Derecho sólo elPoder Legulabvo puede regular, através de leyes, la competencia de los Jgadores Ahora
taS Jner° "° "ecesa'*"»»te«iíw en colisión con el derecho al JuezZ7urTsi aquél sehalla expresamente establecido ydefinido por el Poder Legislativo yatiende auna finaUdad
SftS T°* aT<SB mar"fSSCÓ- °e eSt* 'orma- n° *">* respeíTderechoen cuesllon
ZnnZnlí? f/"er° S! C°nVlerte en e!>uez natural «e< -«»«*>• SI, por el contrario °aley no consagra el fuero yéste es estableado por el Ejecutivo opor el propio Poder TudMat

coZxidlfJÍZJ 3 Ser m'ja(l0 p°r "n >ue¿ """Pétente. Del mismo modo, si laconexidad está expresamente reglada en la ley, el juez natural de una oérlnnl
será aquél al que ,a ley atribuya competencia en las causas congas lf,a
oZnalmeZ f,T T'^ "*' " «* ^ W°'a,0"° atraerá' Zduodel uezoriginalmente llamado a conocer el caso''5. J

recuMria T.Z h csp",e,SC; toPrende <"'e losJueces que fallaron la causa jurisdiccionalrecurrida, fueron demandados por recusación el día 04 de Junio del 2012 v aue esta ran«
oíwTj"*?/Türa a Uámlte "0nCr0 del Julcl° No' 0980! 20l2 0496 delTrlcfuní°™No'„* lo Conteneos Administrativo de Guayaquil, en providencia del 7de
r^T^l°Íh' r ° q,"e C" "V|dC,lte qUe la Sen^nda del Tribunal Distrital No 2de loCont^naoso Administrativo viola lo preceptuado en el Art. 346 N° 2 del Códiao de
Procedimiento Civil: "Son solemnidades sustanciales comunes a tJosfosju!°ose
Sí2. Competencia del Juez otribunal, en el juicio que se ventila' Además el£lo de referencia, vola el Art 349 del Cocino de Procedimiento Civil. Con^n»te e
fallo cuestionado, está viciado de Inconst.tuaonalldad, por contravenir TaoarLntfa
cZ^te,^^ ^ '" Att- ?6 N™ 7*** 5deTa^stitu'ción93^
FUNDAMENTO DE HECHO V DE DERECHO SOBRE LA PROVIDENCIA OUE INAOMTTF
EL RECURSO OF, HEOIQ YCONSECUENTEMENTE EL RECURSO DE CASACIÓN

NacionafL^Tist^lT Fn,'£? 1? n*?* d<¡ ,0 Contencio=° Administrativo, de la Cortenrlnn^c J. ,1 Ecu.id.jr. debió temar en consideración la optlmización de los
nblSÓHOdfHn5HlUCI01Maef-. 'a «W'3«tort«lad- del precedente constitucional" y °tobligatoriedad de ndmínlstr..r ustida constitucional, que en este caso tienen in!
jueces constitucionales yde I., |,iSt.lda ordinaria en sus dlfe'rentesmveís. e" decirsTdebtó
acoger estos preceptos al momento de emitir el auto.

If^n'^"^" * '0S Vrnl'0'">s (le la leticia constitucional, el Dr. David Gordillo
SS S,°Stlene qUe " ley orga"Ka üc Garant/as Jurisdiccionales y Con rol
Íc^«Z,;elf *££ •'' 5* re"enB a'0S ^«"^ <** *™* * toscZsagradcs™

,J? ^ , • , °'e ""e se sometan 3 s" conocimiento; esto es en diferentes
CX'la^ZT,'1' ' "°, 1° V" Pr°CeS0S de ,a*s,idaconstituáonarTfenfsi%£2&5S¡£££* pr*Sedante constitucional el mismo tratadista, sostiene queI prnc pío contemplado en el numeral 3, del articulo 2, de la Ley de GarantíasJunsdicclonales yControl Con: ^cio^l, que se ivfiere ala fuerza vmculante que Teñen los

el
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parámetros interpretativos de la Constitución fijados por la i He Constitucional en los casos
sometidos a su conodmlento. Esta obligatoriedad sé refier. i losjueces constitucionales y
de la justida ordinaria en sus diferentes niveles, a e) :epción de ta propia Corte
Constítudonal, la que puede alejarse de sus fallos viru liantes de forma explícita y
argumentada, garantizando siempre la progreslvldad de a derechos y la vigencia del
estado constitucional de derechos y justicia. La obllgaton. dad de hs precedentes de la
justicia constitucional emitida por el máximo organismo, es necesaria en cuanto a la
aplícadón de los prindptos de celeridad y eficooa tanto en i control concreto, cuanto en el
control difuso de la constitudonalidad, pues, se conviví, tn en una regla única en la
resolución de (as causas, evitando de esta forma la contradi ción y diversidad de crítes'ios al
momento de administrar justicia, haciendo realidad la igt :dad formal y material de las
personas, se traduce en la efectiva aplicación del principio d>: seguridad jurídica, consagrado
en elatticulo 82, déla Constitudón de la República Ecuador, un concordancia con el artículo
25, del Código Orgánico de la Fundón Judicial

Adiclonalmente el Dr. Gordlllo Gurmán, Indica sobre la Obligatoriedad de Administrar
Justicia Constitucional, que el "prindpio contenido en eí numeral 4, del artículo 2, de la
Ley de Garantías Jurisdiccionales y Control Constitucional, mediante el cual las y los jueces
no pueden suspender ni denegar la administración de justU la a pretexto de existir en los
procesosen juzgamiento, contradiedones entre normas, oscuridad o falta de norma jurídica.
Tiene íntima reladón conel principio constitucional de obligatoriedad de administrar justida,
consagrado en los artículos lt, numeral 3, inciso tercerc y 426, inciso segundo, de la
Constitución de la República del Ecuador, en concordanda con el articulo 28, del Código
Orgánico de la Función Judicial, que se refierei\ d la noabstención por parte de los órganos
jurisdiccionales, en el conocimiento de una causa o en el otorgamiento de un derecho, por
falta de norma escrita u obscuridad y contradicción de las ya establecidas. La o el juez, en
consecuencia al momento de administrar justida constitu anal y ordinaria, con la sola
presencia de una amenaza o indicios de vulneradón de u¡. dereetto fundamental, deberé
actuar y resolver en forma Inmediata bajo el prindpio de aplicadón directa de la
Constitución'.

Que el Art. 9 de la Ley de Casación prescribe que: "SI se denegara el trámite del recurso,
podrá la parte recurrente, en el término de tres días, interponer el recurso de hecho.
Interpuesto ante el juez u órgano judidal respect,vo, ésU- sin calificarlo elevará todo el
expediente a la Corte Suprema de Justicia".

Que el Art. 10 de la Ley de Casación prescribe que: "Salv; que el proceso verse sobre el
estado civil de las personas, o et recurso haya sido interpuesto por los organismos o
entidades del sector público, la admisión a trámite gW recurso no impedirá que la
sentencia o auto se cumpla".

Que la accionante CRISTÓBAL ENRIQUE CARAMILLO VÁNEZ formula una demanda
Contenciosa Administrativa, con la pretensión de que el tribunal declare y ordene, la
nulidad del acto administrativo constante en la Resolución Nro. 114 del 14 de enero del
2010, emitida por el señor Jimmy Jalrala Vallazza, Prefecto Provincial del Guayas, ya que
por medio de esta se te revocó el nombramiento que le fuera conferido. Exigiendo además,
que se ordene el reintegro a sus funciones de CONSERJE Di.L GOBIERNO PROVINCIAL DEL
GUAYAS, del pago de las remuneraciones adeudadas y todo-, sus beneficios establecidos en
la Ley, asi como sus respectivos Intereses, de conformidad con el Art. 46 de Ley Orgánica
de Servicio Civil y Carrera Administrativa.

VOCURADURIA '^^m l^n.llMc^ <CP-^<\\
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Que mediante Sentencia de fecha 17 de marzo de 2014, las 09h20 y notificada el 19 de
marzo del 2014, se pone en conocimiento a este Gobierno Provincial del Guayas, la
Sentendaxondenatpna al Juicio Contencioso Administrativo No. 09801^2010-0051 del
Tribunal Distrital Nro. 2 de lo Contencioso Administrativo dentro de lo cual se cometen un
cúmulo deviolaciones a la constitución y la ley, lo cual motiva la formulación del Recurso de
Hecho, sobre el Recurso Extraordinario de Casación, interpuesto por esta Corporación.

Sobre lo indicado cabe mencionar que el 19 de Mayo del 2014, este Gobierno Provincia)
del Guayas, propuso para ante la Corte Nacional de Justicia del Ecuador, el Recurso de
Casación sobre la Sentencia al Juicio Contencioso Administrativo No. 09801-2010-0051 del
Tribunal Distrital Nro. 2 de lo Contencioso Administrativo. Sin embargo siendo
deducida dentro de término legal, por cuanto posteriormente se encontraba suspendido el
termino por la proposición del recurso horizontal de Revocatoria, tal como consta en libelo
del escrito presentado por el Gobierno Provincial del Guayas el 28 de marzo de 2014.
Incidente procesal que fue resuelto mediante auto del 13 de mayo del 2014; las I5h31-
siendo notificado el 14 de mayo del 2014.

Es menester recalcar que de conformidad con el Art. 306 del Código de Procedimiento Civil,
faculta a los sujetos procesales para interponer, posterior a |a resolución de un recurso
previamente propuesto, cualquier otro recurso diferente al anteriormente propuesto. Es
decir las partes procesales están habilitadas legalmente para proponer otro recurso procesal
diferente ai antes propuesto, salvo disposición legal que exprese lo contrario.

Por todo lo expuesto dentro del presente libelo y de conformidad con los Arts. 9, 10 de la
Ley de Casación y del Art. 306 del Código de Procedimiento Civil, el Gobierno Provincial del
Guayas, solicitó mediante escrito presentado el 31 de marzo del 2015, una vez aceptado el
Recurso de Hecho propuesto, se proceda conforme a la ley a sustanciar el Recurso de
Casación propuesto por el Gobierno Provincial del Guayas, en la presente causa yse case la
sentencia emitida el 17 de marzo del 2014, por el Tribunal Distrital No. 2 de lo Contencioso
Administrativo de Guayaquil, por los fundamentos esgrimidos dentro del libelo que contiene
el recurso de Casación formulado por esta Corporación en la misma causa.

Pero aun asi el mencionado tribunal, mediante decreto del 17 de marzo de 2014, a favor
del accionante el señor Cristóbal Enrique Jaramlllo Yánez, Irrespetando v violando
normas procesales expresas, las cuales vulneran Garantías y Derechos
Constitucjpnalggi como el debido proceso, principio legal de la forma, principio de juez
natural; lo que a la postre, con su accionar, han causado un daño gravísimo al Gobierno
Provincial del Guayas.

LOS ERRORES EN LA SENTENCIA, COMO BASE DEL "ERROR DE DERECHO" Y LA
"INJUSTICIA DEL RESULTADO".

Que la Jurisprudencia nacional e internacional constitucional, facultan a los órganos de
Justicia Constitucional para corregir los errores de derecho que violen el principio de justicia
y seguridad jurídica, teniendo como ejemplo las siguientes fallos que sirven de fuente de
/derecho para resolver las violaciones a los principios de seguridad jurídica y Justicia, "PUES
/UNA CAUSA JUZGADA ES LÍCITA CUANDO LA SENTENCIA O RAZONAMIENTO QUE
ACEPTE O NIEGUE DERECHOS ES JUSTA Y BIEN FUNDAMENTADA17".

i>.
Sentencia N.*020-09-SEP-CC CASO: Ü039-0<JEP

PROCURADURÍA
SINDICA

w&

I ... ...vyti. rnii yM i- • i - i -.....;, ., . ,
VJIUAYAS^



GOBIERNO AUTÓNOMO DESCENTRALIZADO
PROVINCIAL DEL (JUAYA'S

1) La aceptación de la presente acción extraordinaria de protección no es de ningún
modo arbitraria, pues por el contrario, se sustenta sobre la base del error de derecho
y la injustitía del resultado. El error de derecho se localiza en la incongruenda
insalvable entre el fundamento de la sentencia y ta realidad normativo y filosófica
que caracteriza a la actual Constitución. Por su parte, la injustlda del resultado se
expresa en la Incertidumbre a la que se ven sometidos quienes son menoscabados
en sus derechos e intereses mediante un auto con un sustento pre jurídico e
ilusorio". SENTENCIA No. 020-09-SEP-CC, CASO: 0038-09-EP, CORTE
CONSTITUCIONAL DEL ECUADOR.

2) "Via de hecho-Error evidente, manifiesto y burdo por el juez ordinario. El
desconocimiento por el juez de tas pautas normativas que rigen su
actuación debe ser evidente, manifiesto y burdo, para que su
comportamiento y la providencia que ha dictado puedan ser impugnados
por vía de tutela. No es posible cuestionar, por vía de tutela, una sentencia,
únicamente porque el actor o el juez constitucional consideran que la
valoración probatoria o la interpretación de las disposiciones legales por el
juez ordinario fueron discutibles. Es necesario que las interpretaciones y
valoraciones probatorias del juez ordinario sean equivocadas en forma
evidente y burda para que pueda proceder el amparo constitucional".
Sentencia T-1267/01 DOCTRINA CONSTITUCIONAL SOBRE VIA DE
HECHO/VIA DE HECHO (RESOLUCIÓN ADMINISTRATIVA N.O 0004-10-AD-
CC, No. 11.3 CORTE CONSTITUCIONAL DEL ECUADOR - PROTOCOLO
PARA LA ELABORACIÓN DE PRECEDENTES CONSTITUCIONALES
OBLIGATORIOS (PCO).

EXTRACTO DE LA "SENTENCIA" IMPUGNADA POR INCONSTITUCIONAL

Que en el Numeral Quinto de la Sentencia al Juicio Contencioso Administrativo N° 09801-
2010-0051 del Tribunal Olstrital Nro, 2 de lo Contencioso Administrativo, consta la parte
dispositiva del fallo, en la que el Tribunal Resuelve de la siguiente manera: • Por simple
llustratíón, creemos oportuno referirnos a los actos administrativos no revocables, entre los
que están aquellos que han generado efectos jurídicos de terceros, que sólo pueden ser
objeto de revocatoria con el consentimiento expreso del beneñciario del acto a través de
decisión judicial. Si bien, la autoridad no ¡ene la facultad de revocar un acto de los
denominados y considerandos no revocables, entre los que están, como hemos visto, los
nombramientos, cuando estos actos afectan e Interés público, el derecho administrativo ha
instituido una solución jurídica alproblema enaras deprecautelar el Interés de la sodedad y
el imperio de la jurididdad. Esta institución jurídica se denomina "acción de lesividad
administrativa", reconocida y preceptuada por el Art. 23, literal d) de la Ley de la
Jurisdícdón Contencioso Administrativa; por tanto corresponde al órgano judicial, tribunales
de lo contendoso administrativo, luego de haberse seguido el trámite respectivo declarar en
sentenda, la anuladón y revocatoria del acto administrativo dictado por una autoridad."

En la especie de sentencia, es claro que el Tribunal Distrital Nro. 2 de lo Contencioso
Administrativo, al resolver la cuestión de fondo, realizó qna incorrecta Interpretación de la
leyal dejar sin efecto el acto administrativo de la declaratoria de nulidad del nombramiento

feyr^^ - .^C'i^rcc^
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o acción de personal extendido por el Gobierno Provincial del Guayas, el 14 de enero del
2010, demandando la declaratoria de nulidad del nombramiento o acción de personal a
favor de CRISTÓBAL ENRIQUE JARAMILLO YÁNEZ. De modo que el decreto judicial
impugnado, se ajusta a (o previsto en el Art. 3 Numeral l- de la Ley de Casación por
errónea Interpretación de normas de derecho ya que "cuando el Juez equivocadamente al
juzgar, escoge una interpretación errónea de la Ley y que por tai erróneamente ha
interpretado una norma de derecho, de este modo cuando eljuez al aplicarla al caso de que
está conociendo le da un sentido o alcance diverso al que haya señalado el legislador
procede esta causal""'. "En resumen, esta causal se fundamenta cuando siendo ía
adecuada empero se la entendió ypor tanto aplicó en un sentido distinto al señalado por la
ley, esto es cuando siendo la correspondiente, se la entendió sin embargo equivocadamente
y se le aplicó de esta manera"19.

Como se desprende de la doctrina Judicial aplicada en el mismo Tribunal Distrital Nro 2 de
lo Contencioso Administrativo con Sede en Guayaquil, se señala que: "£/ profesor Español
Antonio Fortes Martin, en su Estudio sobre la Revocación de los Actos Administrativos
manifiesta que doctrinariamente la revocación solo está vetada cuando se trate de actos
dedarativos o creadores de derecho adquiridos legítimamente. Esta puntualización a los
derechos sin duda abre la puerta al reconocimiento desupuestos en ios que eventualmente
se adquieran en forma Ilegitima derechos, loque perfectamente justifica o permite laacdón
revocatoria o en su caso revisora de la administración (..) Por esto es que para evitar las
consecuencias funestas que puede traer la aplicación de un acto administrativo inexistente
o irregular, que evidentemente era Inconstitucional e ilegal, mientras judldalmente no sea
anulado, puede aplicarse la vía de excepción por parte de las autoridades administrativas
tal como lo definió la Corte Constltudonal de Colombia en ta Sentencia No. C-307 de S996;
más aún cuando doctrinariamente y jurtsprudenclalmente se reconoce la existencia de ía
revocadón directa de los actos administrativos, que consiste en que la propia administración
hace desparecer de la vida jurídica ios actos que ella misma ha expedida anteriormente
s,endo Principalmente revocables los actos Individuales expedidos por medio*
legales COmQ aquellos del Ex Prefecto Nicolás Lannont, Carrión. que fueron
deíadgs sm efecto PQf el actual Prefecto.. Al respecto manifiesta el autor Libardo
Rodríguez, que la revocadón directa de tos actos administrativos individuales es una
excepción al principio de inmutabilidad de los actos o a la autoridad de "cosa decidida" de

©que ellos están investidos. En cuanto a las causales de revocación, la primera se da cuando
exista manifiesta oposición delacto a la Constitución o la Ley, en este caso la institución de
la revocación directa es un mecanismo evidentemente de control del principio de legalidad.
En cuanto a los efectos de la revocación en el tiempo, ha dicho que si la revocación se basa
en la causal de inconstitudonalidad o ilegalidad, en sus efectos deben considerarse
retroactivos, a semejanza de la dedaratoria de nulidad decretada por el juez". (En el
Juicio No. 09801-2010-0X61 que sigue REINEL LTTARDO ERIKA GRACIELA en
contra de CONSEJO PROVINCIAL DEL GUAYAS, JIMMY JAIRALA, PREFECTO
PROVINCIAL DEL GUAYAS, PROCURADURÍA GENERAL DEL ESTADO).

/\

Que todo lo antes expresado, en la parte considerativa, motivante de la sentencia
impugnada es falso por cuanto incurre en lo que se conoce en la jurisprudencia
snstitucional como "ERROR DE DERECHO" c "INJUSTICIA DEL RESULTADO" conforme
tas instituciones jurídicas administrativas de Autotutela Administrativa, Acto Inexistente

)or Vicios del Acto Administrativo y Nulidad de Pleno Derecho.

"(¡ARCIA FAI.C0NI. I0SI-. M.imml Teórico PricMcu nn Materia de Camu-Jón Civil Edldait*» Wi>\\\\\ Can 103
'" GARCÍA r'ALCONI. |IMÜ. Mannal teórico l'rúrtico en M¿iwm de Cuartón Civil, BdldoMi RimIIil (% 1IM
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Es menester recordar que conforme la doctrina administrativa: "Toda la actuación
administrativa está al servicio de los Intereses generales y debe producirse con
sometimiento pleno a la ley y al derecho. Cualquiera que sea la forma que se utilice
para expresar esta subordinación, lo que significa en definitiva, es que la constitución, las
leyes y el resto del ordenamiento jurídico imponen a la Administración pública
requisitos de cuyo cumplimiento depende la validez de lo que decide, y con ello,
la ejecutividad de sus actos y, correlativamente, en fin, como hemos estudiado en
apartados precedentes, la presunción de validez, y la obligación de los ciudadanos de
soportarlos y cumplirlos**0.

AUTOTUTELA ADMINISTRATIVA

Conforme la doctrina se señala que en todas las Administraciones públicas va envuelta
implícitamente la potestad de Autotutela Administrativa por medio de lo cual: "las
potestades y privilegios que se engloban en la denominada autotutela, la Administración
resuelve los conflictos que pueden surgir entre ella y otros sujetos, sin necesidad
de acudir a los Tribunales, por lo que puede entenderse que, en cierto sentido, se está
otorgando su propia Justicia. La autotutela significaría, como dice GARCÍA DE ENTERRÍA,
que la Admínistradón está capacitada como sujeto de Derecho para tutelar por si misma
sus propias situaciones jurídicas, incluso sus pretensiones Innovativas del statu quo".
"La Admínistradón no necesita someter sus pretensiones a un juicio declarativo para
hacerlas ejecutorias, ya que lo son por propia autoridad, imponiendo por sí solas su
cumplimiento. Tampoco necesita recabar, respaldo judicial en caso de
incumplimiento, sino que ella mismo puede Imponerse por sus propios medios
coactivos la ejecución forzosa de lo ya declarado. Las potestades para que pueda
obrar asi le son reconocidas con carácter general en las leyes, potestades que la
Admínistradón debe utilizar siempre que sea preciso para el cumplimiento de sus fines, sin
que el juez pueda intervenir, salvo excepciones, hasta un momento posterior al de su
producción**1.

"La autotutela consiste en aquella parte de la actividad administrativa a través de
la cual la Administración Pública procede a resolver por si misma los conflictos
potenciales o actuales que surgen con otros sujetos en relación con sus propios
actos o pretensiones, esto es, en definitiva, la capaddad de hacerse justicia por si
misma"-*, "¿a autotutela así definida se diferencia de la tutela judicial en que no es
imparcial, porque la autotutela administrativa modifica porsí sola la posición jurídica del
autor de los actos, de tal modo que la Administración autora de un acto altera su propia
esfera jurídica ai revisarlo, lo que ocurre, cuando este acto es objeto de control
jurisdlcdonal, respecto a la esfera del órgano Jurisdiccional"13. "

ACTO INEXISTENTE POR VICIOS DEL ACTO ADMINISTRATIVO

Puede acontecer que los actos propios estén viciados de pleno derecho por contravenir
normas expresas del ordenamiento Jurídico interno, para lo cual la doctrina administrativa

'"KIIIÍIUZ MACHADO. Santlajpi. IHedanartn do Deroutio AdmimsTratlvo.Tomo I, PjtgJM
11 MUÑOZ MACHADO. Santiago. Diccionario do Oonwhu Administrativo. Tíimti I, PigJ96
" MOKA PfilttíZ. Joi* MUael U Auto tutela tn vi Ocrccho AdmlnlitruUva. IVmls. l'Ajt S4
" MOKAPSKEZ. Ji«¿ Miuri UAuíotmwInniel Ücru.hoAiimlnlitraíiVaT.'mii. Páp 54
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doctrina adminntrativa ha previsto que: "En caso de vicios groseros ¡tarta1

nZÍf> , ¿¿da caso; todo aquello que ejecuten los concejales al mamen de la tv

StíSSSSSS!!íSS:iSS^ss£sisis£

¿ZnriríJ * procedimiento de nulidad se puede iniciar de oficio pTr 'a
2 ¿Lt ^ eXP""° f aCt° • "U «dmlnlstración está capacitada como suieZ
susnrlt^Z3 tutela\rr SÍm'Sma "^Propias situaciones juridTcas, incluso1 p^ensiones ¡nnovativas del status quo, exornándose de este modo de^necesidad común de los demás sujetos, de recabar una tutela judicial™.

LA AUTOTUTELA V LOS VICIOS DE ILEGALIDAD

»r^in^?COn'eC'í ,que el acto adrr.in.Strat¡Vo emanado por autoridad u oroano
debido P̂ °oTosadetnZHne, [nC0ZeTe- P°r 'eSÍOneS 9arantias °undarneUnt^san^dtetan n^rlnHlJnL h? í, Imposible, los constitutivos de Infracción penal, los que sedictan prescindiendo del procedimiento establecido en la ley. En estos casos la rio trina
"XsuTd^ rll^T £ •ra"'a'"e "" '" aUt°tUMa a^MsZtílTde,aqT,lTnnJtS ! feWs,on. de ofiao confuye un renejo, es la autotutela decisoria
22" .es'e «üe Slrve t*™»*» P^ra justificar la potestad administrativa déresolución de recursos, en la medida misma en que, en uno yen otrc ™so(relisión
2L2S. y .T*-eto? * reCUrS0)' Se trata s"»P'e™nte de que uTtJeto la
dZr"¿TaC'Ón- deZ'ra' de f°rma í"""lcamente vinculante, lo que entienda «
tc7oTo%ZennsC,°onn^: ***°"^"^ ""' *"•• " ~'~"" "" ^P^pios

¡afZ^j!*'?- ÜB '0S í*05 administr^yos es aquella Institución através ¡sicl de la
%TZZZ,Pr°^de a,de'ar Sin efecC0- Sln que ex'sta estación obligatírl7de¿namJn^LU mbunales-en "'""d "e los poderes de autotutela que el

elaluTad" ',\ ZSSE'I*"?.°S ?e SUS pn""OS ac,os "ue ~s""e" viciados deagítildad La rev.sión de ofíco de los actos administrativos es la Institución
edlante la cual ,a Administración procede a dejar sin efecto, sin queexiZ

jVHEWI CAMACHO, KM» De™*-MmU,^^.Nornu,,M lurtúla , Ooclrl„,Cmfmálí^^^^deEn>uUin,y r¡¡meíclmm

»Z™ US!" •255*? íu'°"""!"'"" Uc"'cl"' *"">"•«'»'<"• •"<"«•««. 13mhka IEXEZ, |c»¿ MuaíLlo Amo niula rn«I Darccho AduilniUMHvii Ttmli Mí,55
MOKA l'EREZ, |ti.ímumL u Aiiiii tiiuiU ,,„, ioor«ho Adinlnluntim Temí,. Pl» 54
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excitación obligatoria de parte, sin auxilio de los tribunales, en virtud de los poderes
de autotutela que el ordenamiento fe reconoce, aquellos de sus propios actos que resulten
viciados de ilegalidad"*9. "Según la doctrina del derecho administrativo, las funciones
administrativa, de gobierno, legislativa y judicial del poder público no son ni exclusivas ni
excluyentes de cada una de sus ramas. Es decir, todas las ramas del poder público
tienen competencias mediante las cuales ejercen tanto las funciones que le son propias,
como las de otras ramas. Así pues, por mandato de ley, el poder ejecutivo toma del
poder judicial la función judicial para declarar la nulidad de sus propios actos, sea
relativa o absoluta-caso venezolano- o solo absoluta - caso español-. Igualmente,
el poder judicial toma del ejecutivo la función administrativa para cumplir su
contenido de administrar justicia; caso igual ocurre con el poder legislativo, que a su
vez puede habilitar el poder ejecutivo para la fundón legislativa **, "Por último, la facultad
de la Administración Pública para dedarar la nulidad de sus actos no está concebida en
favor de ella, sino en procura de Su legalidad. En tal sentido, cuando existan vicios de
nulidad absoluta, la autoridad administrativa debe declarar su nulidad, aunque ello
comporte un benefitío para el particular, como podría ser la nulidad de una sanción. Es
decir, la declaración de nulidad de parte de la Administración no tiene como fin
otorgarle a esta medios para su propia protección, sino para proteger la legalidad
aun contra ella misma"**.

"un acto puede ser ilegal, es decir, contrario a la ley (o, en su caso, anthjurídico: contrario
al derecho), sin que por ello sea inválido. Elderecho administrativo, en efecto, admite que
cierto tipo de contradlcdones con la ley (o con el derecho) carezcan de fuerza invalidante.
Como es también perfectamente posible que un acto ilegal sea subsanado del vicio que
adolece. Pero ocurre, además que para que un acto contrario a la ley (o con el
derecho) sea inválido es necesario, no sólo que el vicio que adolezca sea grave,
sino que asi se declare por otro acto administrativo emitido por órgano con
potestades para ello, o por una sentenda judida!"**. "Y es que la legalidad es
simplemente el resultado de la constatación de que existe discordancia entre el
acto y la norma (o entre una norma y otra de rango superior), mientras que la
invalidez es otra cosa: el resultado de una valoración que se hace (por el
órgano administrativo o judicial que ejerce la potestad revisora) de esa previa
constatación', "la ilegalidad deriva de la disconformidad entre el acto expedido y la
normativa vigente, pero no obstante constatada ésta, no siempre se concluye en la
Invalidez del acto ilegal dado que el legislador ha previsto, determinados casos, la
conservación del mismo, sea aceptando ilegalidades no invalidantes o porque
Instituye remedios para el saneamiento de tales ilegitimidades jurídicas" \ "toda
irregularidad que trascienda del hecho de ser meros intereses particulares y
renunciables, y que sean asuntos atinentes al orden público es causa de nulidad
absoluta. Consecuente con esa conclusión general, por ejemplo, afirma que los
actos nulos de pleno derecho no se pueden consentir, porque su nulidad es de tal
carácter que trasciende del puro interés del destinatario del mismo y afecta al
interés público, al buen orden general, al orden público. Por la misma razón, esto
es, por la afectación al orden público, es que el acto nulo de pleno derecho puede
ser, en todo caso, eficaz, vale decir, ejecutarse o cumplirse, pero jamás podrá
estar dotado de validez; el acto seguirá siendo inválido por sus propia condición de

" MORA PÉREZ. |ttMMlucL U Auto luteluDO rl Derecho Administrativa Twni». ftlt. ÜQ
••' MOKA PKREZ, |n«* HOuet U Aulo tutela, en r| Derecho Administrativa Temti. VAg. 69
11 MOKA PERítt, |iji¿ Mluel Ij Auto tutrlu rnti Dcíeiho AdmlnlvintlV* Ttimi Piji 70
'-*ZAVA1.A KGAS/JorRe. Derecho Adroinhtrji'ivD.Tutiui II. Edlna P%41
»ZAVAUKC¡A5,|<irKr Ihrmhu Administrativo. Tamn II.Edlno, Pi*.41
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ImnT^m^TJUrad° Sa^y* de P'eno brecho y, por esta razón, existe laImposibilidad de convalidación por consentimiento o por cualquier otro medio**
«Jfl! ?• f f" SÍ aunQUG ,a *dministración píense que no está viciado y por eso lo
ejecute sin escrúpulos de inmediato, y como es intrínsecamente nulo y la nulidad tiene
trascendencia general, está obligada a dedararla desde el momento que se acierte su
t¡S¡Xi^^ ^ CUand° ta advertencia se orodljce en &&&> <* te acción
"Como dijimos antes, y a manera de conclusión, la nulidad de pleno derecho, radical o
fZin% S f maS 9nVe, de 'aS -'wuhndades invalidantes que puede afectara un actoadministrativo, por ello el que se conforma con este vido se estructura con la s.guientes
ZZr J yf^05: LEs inefíca* <9uod nut/um est, nullum produdt effectum); 1 Su
Ineficacia es ab initio, es decir, desde su misma conformación; 3. Jamás adquirirá
ÍZTntTJ nnZ* T°S 2** ""I"**' GS deCÍr' puede 0PO™™ ° tenerse encuenta en contra y favor de cualquiera; 5. Cualquier persona puede pedir su
declaratoria administrativa o judicial para efectos de seguridad jurídica 6. La
frnT'2 fÍTn ° 1 ° *f >uez de°e preciarla de oficio y declararla con efecto ex tune
MdJt 7 * h *°í 3' "^^^ se dictó el acto) por su propia deosión o
Jif '•/' Vt,emp° terminado para que se puede ser declarada (quod ab

miitum vitiosum est tempore convaleceré potest), pues no opera ni la caducidad ni la
prescripción; 8. Es insubsanable y no puede sanarse por confirmación; 9. Se
expande ycausa la nulidad de losactos posteriores que se originen en el acto nulo
(tituiusin validus non potestaliquem effectum valldum operar!)-06,

"La nulidad absoluta o de pleno derecho es la derivada de una Infracción esencial, una
contravencióni de normas prohibitivas o imperativas... determinante, por ello mismo, de la
incapacidad del acto o negocio para llegar a produdr efectos jurídicos algunos. Su
consecuencia es una invalidez total desde el mismo nacimiento del acto o negocio
de carácter insubsanable, oponlble «>erga omnes» o frente a terceros, v
permanentemente invocable, es decir, imprescriptible, por lo que puede ser
apreciada en cualquier tiempo, sin limitación alguna"3*.

"La acción de revisión de ofido de los actos administrativos nulos de pleno derecho ( J
trata de un medio por el cual la propia Administración reacciona contra actos viciados y
determina el grado de gravedad de éstos, en franco ejercido de su poder de revisión que es
una fase del sistema de auto tutela administrativa. Si la administración puede revocar
en cualquier momento los actos de gravamen o desfavorables a los particulares
en las condiciones que precisa el Art. 170 EP.JAFE, resulta claro que la acción dé
revisión solo se ejerce contra los actos declarativos de derechos o a favor de los
particulares, sin omitir considerar que los mismos actos pueden ser perjudiciales para
otfos ciudadanos. El principio general es la irrevocabilidad de los actos declarativos
de derechos o favorables a tos particulares, sin embargo el poder de autotutela
Oermite la revisión de ofício (Por la propia administración) de sus actos declarativos
fíe derechos o favorables a terceros cuando éstos adolezcan de nulidad de pleno
[derecho, pues es obvio que de un acto administrativo inválido conformado con tal
vico no pueden nacer derechos adquiridos, a lo sumo 'podrán surgir pretensiones

"ZAVAU Er.AS, lortjd Derecho Administrativo. Tomo |I.Edino. Píb.1ü3
• ZAVALA KGASJorge. Dereeho Administrativo,Tomo IIEdlno. 1'ag.:i!
" ZAVAU EGAS. Jorite, Derecho Administrativo, Tomo II, Edlnn. Pag.12(i
"ZAVALA ECAS. |nt'|fB Deiwho AdministraOvo. Tomo II í-dliio. I'ag.Un
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al respecto de efectos totalmente consolidados, pero no al mantenimiento de una
situación fáctica, que es por esencia de tracto sucesivo*38, "la esencia de la nulidad de
pleno derecho consiste en su trascendencia general. La gravedad de los vicios que la
determinan trasciende de puro interés de la persona a la que afecta y repercute sobre el
orden general... La nulidad de pleno derecho resulta ser entonces de orden público, lo cual
explica que pueda ser declarada de oficio por la propia Administración e incluso, por
los Tribunales, aun en el supuesto que nadie haya solicitado esa declaración. Ese
carácter de orden público de la nulidad de pleno derecho... supone, además, que su
pronunciamiento habrá de hacerse en todo caso de forma preferente, y aun excluyente, con
respecto a cualquier otro, incluidos los relativos a la admisibilidad misma del recurso. Nada
Importa, por tanto, que el recurso jurisdiccional haya sido interpuesta fuera de plazo o por
persona no legitimada, que el acto nulo objeto del mismo sea simple reproducdón o
confirmación de otro anterior no impugnado o que concurran cualesquiera otras causas de
inadmisibiíidad**9.

"El prindpio general es la irrevocabílidad de los actos declarativos de derechos o favorables
a los particulares, sin embargo el poder de autotutela permite la revisión de
oficio (por la propia administración) de sus propios actos declarativos de derecho
favorables a terceros cuando estos adolezcan de nulidad de pleno derecho, pues es
obvio que de un acto administrativo inválido conformado con tal vicio no pueden
nacer derechos adquiridos, a lo sumo <<podrán surgir pretensiones al respecto de
efectos totalmente consolidados, pero no al mantenimiento de una situación fáctica, que es
por esenda de tracto suceslvo>>Mo.

"La nulidad de pleno derecho expresa o traduce, en efecto, el máximo grado de la invalidez
(..) La respuesta del Derecho ante tal clase de irregularidades es la privación total
de efectos al acto correspondiente. Se le tiene por no producido; como si no
hubiere existido nunca. No produce efectos el acto nulo de pleno derecho desde su
mismo origen. A esta consecuencia se anudan otras: la privación de efectos es inmediata,
por el transcurso del tiempo, ya que es imprescriptible, en el sentido de que siempre se
puede hacer valer utilizando contra ella las acciones pertinentes. La negación de cualquier
clase de efectos a un acto nulo de pleno derecho tiene consecuenclais, también erga omnes,
de manera que puede hacerse valer tanto por los directamente afectados o interesados en
el acto o negocio de que se trate, como por cualquier persona. Tampoco puede fundarse en
unacto nulo cualquier otro que lo reproduzca o traiga razón de él. Haya sido o no declararla
formalmente la nulidad, también esta otra clase de actos reproductorios o confirmatorios
son inválidos. Considerando que la nulidad es la consecuencia de ios vicios en que el acto
incurre, que determinan la carencia de efectos desde su misma emergencia, la
apreciación de ta nulidad en el marco de un procedimiento judicial de cualquier
clase es meramente declarativa, se limita a constar una circunstancia jurídica que
ya existe. Por razón de que el vicio es original, también la privadón de efectos retrotae
siempre al momento en que el acto fue producido, es decir, que el acto nulo carece de
efectos ex tune. El defecto en que consiste la nulidad es de orden público, lo cual implica
quepuede ser apreciado, sin necesidad de que lo invoquen laspartes, de oficio por el propio
juez o tribunal, y en cualquier momento del proceso. Realmente, aunque una de las
consecuencias jurídicas que la teoría general de las nulidades aplica a los actos nulos, es
que los detinatanos o afectados por los mismos pueden desconocerlos por su propia

" ZAVALA EtiAS, |orjje. Derecho AdmliUstrotlw» Tomo II Edltm. PáglM
*ZAVALA KfiAS, jorge. Derecho AdmlnintratlvaTomo II. Hdlno. Piig.I S3b
» ZAVALA HtiAS, l*ech>nw dr Drrniho Administrativo. Edilcx Pia. 62*
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iniciativa, sin necesidad de impetrar auxilio judídal, la intervención judicial suele ser
d^^^n/enene/fm&^ PríVad0' POrqUe ,a P" indica y,osíalores del EstadoÍ^^TnT qUG resistencid Que ^'oulera pueda oponer al cumplimiento de un
dt?J,Z9ZZ' T* aprfc'ar ^joncurre en ellos una causa de nulidad, tenga que ser
despejada mediante una intervención Judicial de carácter dedarativo^.

"La nulidad absoluta o de pleno derecho de los actos administrativos es la consecuenda
iZTn <"* T apUla dL35 ,nfraccione5 ™* 9raves del ordenamiento jlr^^epuedan incurrir aquellos. Supone que el acto administrativo es ineficaz ab initlo/de
nriM*HU* 7 Prdu<Le efectos en ninoú" "omento desde que se dictó hasta que la¡I «V ?' Como carece de efectos la nulidad absoluta supone que el acto
llal wnnQ"na f»erza de obligar y cualquier ciudadano, funcionario o
rZí?H n ° acto puede desconocer sus determinaciones desobedecerlo.
S2XSTS QUe "° ?ne efCCtOS' e' Órgan° adm'n^rativo que lo dictó no podrá
l^^J^Sume^ yat queJ90 hay ^^^ ""tenido jurídico reconocible
l^^^JtT^r' ^ PrfCt'Ca; * PG5e a e"°' Se incoara ° Pretendiera suofenorinJl Zlf TS5 * '°í intfreSad°S ^rantias y remedios especialmente
J^nZ hY > "2 ° PUedGn h3Cer lnterven,r * '* Jurisdicción Contenciosa-admnistrativa, reclamando medidas cautelares que serían en tal caso particularmente
pertmentes, sino también a la jurisdicción ordinaria que puede bloquear excepdonatmente
en el marco de acdones interdíctales, las pretensiones de ejecución de actos que incurren
en los supuestos más graves de nulidad que, como hemos visto en un apartado anterior se
pueden cal.ficar de vías he hecho. Realmente por ,o general, la aplicación de la teoría délos
actos administrativos nulos, determinará que ni siqu.era haga falta nunca que se produz%
nlníCuZ^LTPT!^n de SU ?ñCada' Ya que espropio de ,os actos ""'os no tenerninguna clase deefectos, por lo que nohay eficacia que haya deparalizarse"'*.

Ü2L22 P3rte el 5?5 admimstratlvo impugnado por el actor, no cuenta con el asidero legal
SSS2W ? ,de qUe Gl mism0 «* ñbso,uta Vlegalmente válido; cumple con los
KiST^ ^a 5Ue S£? VerifIqüe **** Va,ldez yeficacia JurIdica< como sonhaber sido emitido por autoridad competente, debidamente fundamentado en disposiciones
legales correspondientes, previo el cumplimiento de las formalidades legales pertinentes
ademas, de obtener la garantía constitucionales del debido proceso. Hechos no fueron
^^^e^bados al no determinar con precisión, los elementos arriba indicados,
¡*?¡J CONSTITUCIÓN PE LA MPUBI Kf\ Bfil ECUADOR; Art. 228.- Prescribe que el
ingifiSfl al Servicio Publico, el ascenso y la promoción en la carrera administrativa se
realizaran mediante concurso de metilos y QCOjsJcIqh en la forma que determine la Ley con
excepción de las servidoras y servidores públicos de elección popular o de libre
nombramiento y remoción y que su inobservancia provocará la destitución de la autoridad
nomlnadora. Del mismo modo, el Art. 229, se reitera que la Ley reoulará el Ingreso
ascenso, promoción, Incentivos, régimen disciplinarlo, estabilidad sistema de

luneraclones y cesación de funciones de los servidores públicos. De Igual manera el
riera! 16 del Art. 326 Ibídem, quienes cumplan actividades administrativas 0

--^íesUMialsa-Sg-SLl.lQtgrgn a las Leves míe regulan la ñriminlstrariñn pM}^ En cuanto a la
esponsabllldad el Art. 233 de la Carta Magna Ecuatoriana, dispone que ninguna servidora

ni servidor publico estara exento de responsabilidades por los actos realizados en el
ejercicio de sus funciones o por sus omisiones y serán responsables administrativa, dvll y
penalmente por el manejo yadministración de fondos, Bienes, o recursos públicos. Por otra

•' MUÑOZ MACHADO, Samugo Ok-rUnurlo de DéivctU) Administrativo, Tnmo I. PAjl174. 175
" HUflOZ MACHADO. SuiiHaro, lllixtnnant. d,- Derecho Administra! Ivn, Tnmo (. P,lg.l 7A. 175
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parte, el Art. 77 numeral 1 de la Ley Orgánica de la Contreloría General del Estado,
determina que las máximas autoridades de las Institucionesdel Estado, son responsables de
los actos, contratos, o resoluciones emanadas de su autoridad y además, de la obligación de
cumplir y hacer cumplir la Constitución de la República y las Leyes. Allende a ello, la
LOSCCA en su Art. 17 manda que para desempeñar un puesto público se requiere de
t^lBBAtyUENTQ o contrato Legalmente expedido por la respectiva autoridad Dominadora.
Sin embargo, la Ley exige en su Art. 71, guardando armonía con la norma Constitucional,
Pue el "ingreso a wn puesto público será efectuado mediante concurso de
merecimiento v oposición, con los cuales se evalúan la idoneidad de los
nteresados v se garantice el libre acceso a los mismos, igual trata el Reglamento de
a ley antes invocada, en sus Arts. 151 al 172. Es decir, que para acceder a un
nombramiento se debe obligatoriamente y de manera previa, someterse a un proceso
público de selección a través de méritos y competencia, e induso luego de ganar, acceder a
un nombramiento provisional sujeto a un periodo de prueba y evaluación de 6 meses,
periodo durante el cual puede ser cesado el nombrado en caso de NO ser aceptable su
desempeño y solamente después de este procedimiento, el servidor obtiene el
nombramiento regular. Arts. 228. 229, 326 numeral 16 y 233 DE LA CONSTITUCIÓN DE LA
REPÚBLICA DEL ECUADOR, 77 numeral 1 literal h) de la Ley Orgánica de la Contraloria
General del Estado; 17, 71, 20, 22, y Disposición Transitoria Octava de la LOSCCA y Arts,
11, 14, 128 y 151 al 172 de su Reglamento.

De otro modo de conformidad con la Disposición Transitoria Primera del Mandato
Constituyente No 8. a partir del 1 de mavo de 2008. los trabajadores intermediados
cuya prestación de servicio se rigió por la Ley Reformatoria del Código de Trabajo, publicada
en el Suplemento del Registro Oficial No. 298 de 23 de Junio de 2006, esto es, aquellas
personas sujetas al Régimen Laboral del Código del Trabajo, que prestaban servicios a
través de una empresa intermediaria para Instituciones del sector púbfico, deberían ser
asumidos de manera directa por las entidades estatales, debiendo gozar "de un año
mínimo de estabilidad". En otras palabras, sí se incorporaron a la nómina del Gobierno
Provincial del Guayas, a personas que prestaban servidos administrativos o profesionales en
las empresas intermediarias con los que mantuvo contrato mercantil con esta Corporación,
no obstante no les pudo haber sido aplicables el derecho conferido a los trabajadores por el
Mandato Constituyente 8, su Incorporación NJJ podría ser bajo el régimen jurídico de
nombramiento amparado en la LOSCCA sino 1N EXTENSO el de contratación de prestación
de servicio ocasional con un plazo de un año, asimilable este, al tiempo que se fijó para los
trabajadores. No obstante la administración anterior del Gobierno Provincial del Guayas,
antes del inicio de la nueva administración, extendió sin la formalidad legal del concurso
previo y sin fundamento legal alguno, a personas que al parecer antes fueron servidores de
empresas Intermediarias contratadas por el Consejo Provincial del Guayas, nombramientos
llamados Improcedentemente "indefinidos" y otros denominados "PLAZO FIJO" loque no
existe |nl en el Art. 18 de la LOSCCA, ni tampoco en el Art. 11 de su Reglamento, ni en
ninguna parte de la normativa que rige para la administración pública, sin que hubiera
respondido sus titulares a los procesos de selección y concursos públicos que tratan la
Constitución de la República, la LOSCCA y su Reglamento, trasgrediendo de esta forma la
normativa jurídica. A pesar de que esos "Nombramientos", emitidos anteriormente no
gozan de legitimidad, carecen de sustento legal, y el acto y procedimiento para su
expedición no produce efecto alguno, tal como lo prevén las antes mencionadas normas de
la LOSCCA, y su Reglamento, resulta que no aparecen registradas las evaluaciones de
desempeño que debieron efectuarse por la Dirección a la que pertenecen, las mismas que
debían registrarse en la Dirección de Recursos Humanos del Gobierno Provincial del Guayas,
además, de que (a Auditoria efectuadas por la Escuela Superior Politécnica del Litoral
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¡p^h^c3 1T/S de' ,e,va"Sam,ent0 de unciones dispuestas, no se evidenció que todos los
ItZt T' >" cump,'end0 con Sl,s funciones de puestos, no se evidenció que todos los
O^SSr W SUS fUnCÍ°neS' Gn Un 10°% * ~~ * ü-ribe e,

3¿WciAl^tSTCAC|ów PE M ™RT6 Yu **IA OUE E*PTn™ ^ Pf"crtn
La sentencia yautos judiciales que Impugnamos fueron expedidos por los siguientes jueces:

Mi?ttwn2,Sl.dentr0 ??'-¿UÍCl° N°- 0980l-201°-n051, de fecha 17 de marzo del
setic'en gSSuII P°r N°" 2d° '° Contencloso Administrativo con

^?«°^!?,tid0 dent»°T1? 3ulCl° No* 09801-2n10-OOSl, de fecha 25 de marzo de 2015, las16h25, dictado por el Tribunal Distrital No. 2 de lo Contencioso Administrativo con sede en
WB^éSSÍ^J^*«»** 'nterpuesto sobre la sentencia emitida
ELaU,í)rfreSí>IU?r1IOíÍClad0 p0r la Señora ConÍ"e» Nacional Dra. Daniella Lisette CamachoHerold de la Sala Contencloso Administrativo, de la Corte Nacional de Justicia, de fecha
martes 20 de julio de 2016, las 12h21. dentro del Recurso fljj Hr-rho S Proc¿oNo
1774120150493; y, en el Tribunal Distrital No. 2 de lo Contencioso Administrativo con sede
en Guayaquil, corresponde a la causa signada con el No. 09801-2010-0051.

7f IDENTIFICACIÓN DEL DERECHO CONSTITUCIONAL VIOLADO.

Las decisiones judiciales objeto del incumplimiento son Ilegítimos e Inconstitucionales en
jun'Sca" " nUeStr° derech0S a 'a tUtela Judicial efectlva< debld° proceso, yseguridad

Los derechos Constitucionales violados son: el derecho a la tutela Judicial efectiva (Art 75
de la Constitución) el derecho a la defensa (Art. 76 numeral 7, literales a y b de la
Constitución de la República del Ecuador), y por ende el derecho al debido proceso.
Ademas, se ha violado nuestros derechos a la igualdad y a gozar de los mismos
derechos, deberes y oportunidades que los demás litigantes tienen (Art. n- numeral 2 de
la Constitución). Yuxtapuesto a ello, la Constitución en vigor, establece una nueva categoría
de derechos que son los llamados derechos de protección. Contenciosos Administrativo se
plantea cuando no existen o se hayan agotado las acciones Legales y /o Judiciales que
están previstas en la Ley o cuando el gravamen que se está irrogando o se va a Irroqar es
de tal naturaleza que la acción debe tener inmediatez a fin de evitar el perjuicio que va a
»iTf^eiAV^JUd,CJf V"í°r e"° quexn el Al, 94 dg la Carta Magna, determina queLa Acción Extraordinaria de Protección".

La Acción Constitucional Extraordinaria, sobre sentencias o autos definitivos. La Acción
Extraordinaria de Protección procederá contra autos, sentencias definitivos y en lo que se
na#a violado por acción u omisión de derechos reconocidos en la Constitución y se
interpondrá ante la corte Constitucional, el recurso procederá cuando se haya agotado los

cursos ordinarios y extraordinarios dentro del término legal, menos que la falta de
Interposición de estos recursos no fueran atrlbulble a la negligencia de la persona titular del
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derecho constitucional vulnerado en estricta concordancia con el Art. 437 numeral 1 de la
Constitución de la República del Ecuador.

El recurrente en su libelo inicial de su demanda Contencloso Administrativa, expresa
que se declare la nulidad de la Resolución No. 114, de fecha 14 de enero de 2010, y se ta
reintegre a su puesto de trabajo como empleada del Gobierno Provincial del Guayas, lo
expresado por la demandante es contradictorio, en virtud de que la acción tomada por esta
Institución en contra de la demandante se encuentran legalmente justificada de acuerdo con
la legitimidad del Acto Administrativo. El acto administrativo Impugnado por el
actor es absoluta v legalmente válido; cumple con los principios fundamentales
para oue se verifique esta validez v eficacia Jurídica, como son haber sido emitido
por autoridad competente, debidamente fundamentado en disposiciones legales
correspondientes, previo el cumplimiento de las formalidades legales oertjriflnrtgi
además, de obtener la garantía constitucionales del debido proceso. Hechos oue
no fueron suficientemente probados al no determinar con precisión, los elementos
arriba Indicados, además la CONSTITUCIÓN DE LA REPÚBLICA DEL ECUADOR: Art.
22fi.- Prescribe que el Ingreso al Servicio Público, el ascenso y ía promoción en la
carrera administrativa se realizarán mediante concurso de méritos y oposición en
la forma que determina la Ley y que su inobservancia provocará la destitución de
ta autoridad nominadora. Del mismo modo, el Art. 229, se reitera que la Ley
regular^ ej ingreso, ascenso, promoción, incentivos, régimen disciplinario,
estabilidad, sistema de remuneraciones y cesación de funciones de los servidores
públicos. De igual manera, el numeral 16 del Art. 326 Ibídem, guienes cumplan
actividades administrativas o profesionales se sujetarán a las Leves que regulan la
administración pública. En cuanto a la responsabilidad, el Art. 233 de la Carta
Magna Ecuatoriana, dispone que ninguna servidora ni servidor público estará
exento de responsabilidades por los actos realizados en el ejercicio de sus
funciones o por sus omisiones y serán responsables administrativa, civil y
penalmente por el manejo y administración de fondos. Bienes, o recursos públicos.
Siendo la Acción Extraordinaria de Protección un mecanismo para salvaguardar
los derechos fundamentales de las personas, cabe establecer si se han violentado los
derechos fundamentales que ha alegado el recurrente. Dentro de la geografía procesal y
actuaciones habidas en esta causa.

8- INDICACIÓN DEL MOMENTO EN QUE SE ALEGÓ LA VIOLACIÓN ANTE LOS
JUECES OUE CONOCIERON LA CAUSA.-

Tan pronto ocurrió la violación de nuestros derechos y por los que representamos, pusimos
de manifiesto ante los Conjueces este particular a fin de que se repare el grave perjuicio
ocasionado al Gobierno Provincial del Guayas, por violación de ta Constitución de la
República del Ecuador y en la Ley Orgánica de lo Contencioso Administrativo, que
colisiona los principios consagrados del debido proceso, alegando además, que dicha
demanda Contencioso Administrativa, es atentatoria a lo normado, en el Arts. 1, 2 y 3
causales 3 y 5 de la Lev de Casación: en concordancia estricta con los Arts. 75, 76
numeral 1, 82 y 172 de la Constitución de la República del Ecuador armonizante con
los Arts. 31 y 2X7 del Código Orgánico de la Función Judicial, ya que dicha Sala de
Conjueces de lo Contencioso Administrativo de la Corte Nacional de Justicia, en el auto
invocado, lo que ha existido es "FALTA DE APLICACIÓN DE LAS CITADAS ÑORMAj
expresadas anteriormente.
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9r JUSTIFICACIÓN DE LA RELEVANCIA CONSTITUCIONAL DEL CA50,-

En cumplimiento a lo dispuesto en los numerales 1, 2y8 del artículo 62 de la LOGJCC nos
permitimos, a continuación, señores jueces constitucionales, exponer sintéticamente los
siguientes argumentos sobre la relevancia constitucional del caso:

¡&JS3 tan,toJ€n, la sentenda y autos de primera instancia, como en la sentencia de
Corte Nacional de Justicia, negando nuestro recurso de Hecho y recurso de Casación una
clara vulneración de los derechos constitucionales a la segundad jurídica, tutela judicial
efectiva y debido proceso por parte de quienes administraron justicia constitucional en el
presente caso;

íüSV?0 aSUnC° de evidente naturaleza constitucional pues de la definición que tome la
Corte Constitucional depende no sólo el cumplimiento de los derechos constitucionales que
e asiste también al Estado ecuatoriano, sino también el ejercicio del derecho a la tutela

judicial efectiva, debido proceso y seguridad jurídica; y,

c- Por último, la resolución de este caso les va a permitir, señores Jueces Constitucionales
corregir practicas judiciales contrarias al texto yespíritu de la Constitución y la LOGJCC.

Wr PRETENSIÓN CONCRETA RESPECTO DE LA REPARACIÓN 1NTFGRAL DE LOS
DERECHOS FUNDAMENTALES VULNERADOS- " "** V*

Por las consideraciones expuestas, solicitamos a ustedes, señores Jueces de la Corte
Constitucional, se sirvan:

1.- Declarar la vulneración de los derechos constitucionales a la seguridad Jurídica, tutela
Judicial efectiva y debido proceso;

2.- Revocar y dejar sin efecto la Sentencia dictada por el Tribunal Distrital No. 2 de lo
Contencloso Administrativo con sede en Guayaquil, de fecha 17 de mano ije| ?QM las
09h20, dentro del Juicio No. 09801-2010-0051, en la que declara con luqar la
demanda deducida por CRISTÓBAL ENRIQUE JARAM1LLO YÁNEZ, y por ende, la nulidad de
la Resolución No. 0114-JJV-GPG-10, emitida por el Sr. Jimmy Jairala Vallazza, Prefecto
Provincial del Guayas.

3.- Revocar y dejar sin efecto el Auto dictado por el Tribunal Distrital No. 2 de lo
Contencioso Administrativo, el 25 de marzo de 2015, las 16h25, en el que nleoa el
Recurso de Casación interpuesto sobre la sentencia emitida el 17 de marzo de 2014 las
09h20, dentro del Juicio No. 09801-2010-0051, emitida por el Tribunal Distrital No. 2 de
lo Contencioso Administrativo con sede en Guayaquil.

4.- Revocar y dejar sin efecto el auto resolutorio dictado por el señor Conjuez de fa Sala
Contencioso Administrativo, de la Corte Nacional de Justicia, de fecha 20 de Julio del 2Q16,
las 12h21, en el que niega el Recurso de Hecho del proceso No. 1774120150493; y, en eí
Tribunal Distrital No. 2 de lo Contencioso Administrativo con sede en Guayaquil,
corresponde a la causa signada con el No. 09801-2010-0051.

5.- Disponer el Impulso de las acciones administrativas y judiciales para hacer efectivo el
derecho de repetición a favor del estado ecuatoriano, por los valores que serán
desembolsados comoconsecuencia de las decisiones arbitrarias referidas por los jueces.
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U.-TRÁMm-

EI trámite de la presente Acción Extraordinaria de Protección es el establecido a partirdel
artículo 58 al 64 de la LOGJCC.

12.- CITACIONES.-

Se citará con el contenido de la presente Acción Extraordinaria de Protección a las
siguientes personas: Dra. Daniella Lissette Camacho Herold, en su calidad de Conjueza
Nacional, de la Sala de lo Contencioso Administrativa de la Corte Nacional de Justicia, en la
sede de dicha Corte sita en la Av. Amazonas No. 37-101 y Unión Nacional de Periodista, en
la ciudad de Quito en su respectivo despacho; al Dr. Kelvln Petronio Sánchez Romero,
Juez Distrital; al Dr. Jorge Luis Guevara Carrillo, Jueza Distrital; al Dr. Fabián Roberto
Cueva Monteros, Juez Distrital, al Dr. Luis Romero Abad, Juez Distrital y al Dr. Jorge
Garzón Cervantes, Juez Distrital miembros del Tribunal Distrital No. 2 de lo Contencioso
Administrativo con sede en Guayaquil; se loscitará en sus despachos situados, en el Cantón
Guayaquil, en las calles Nueve de Octubre, entre Quito y Pedro Moncayo, en las
instalaciones de la Corte Provincial del Guayas, piso No. 8.

13.- DOMICILIO CONSTITUCIONAL.-

Solicitamos expresamente que se nos notifique en la Ciudad de Quito, en la casilla
Constitucional No. 18, asignada a la Procuraduría General del Estado, además señalamos el
correo electrónico: procuracionsindlcaopq@guavas.gob.ee.

A ruego ofreciendo ratificación de gestiones.

Dígnese Providenciar, señores Jueces, en el sentido peticionado

, Ab. Mllton Carrera Talano
PROCURADOR SÍNDICO PROVINCIAL

REG. No. 12.013 C.A.G.
'
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